"Es urgente que se legisle sobre el uso y destino de las zonas arqueológicas para evitar que estos monumentos sean usados con fines comerciales"
Lourdes Rejón Patrón Centro INAH Yucatán
En virtud del derecho que me asiste como ciudadana mexicana vengo a verter mi opinión en este foro sobre el marco jurídico de la cultura en México. En principio considero que:
· El Estado Mexicano tiene la obligación de garantizar el cumplimiento del marco
legal vigente sobre la protección del patrimonio cultural, establecido en la Ley de
Monumentos y Zonas Arqueológicos Artísticos e Históricos y la Ley General de
Bienes Nacionales.
· Las zonas arqueológicas son bienes nacionales que están bajo custodia del
INAH y de la Secretaría de Educación Pública, para mantener su calidad de
instrumentos de conocimiento, fuentes de educación y aprecio de los mexicanos,
totalmente fuera de los circuitos comerciales o posible explotación de un gobierno,
de algún estado o de un organismo descentralizado.
· Sin embargo a partir de los años ochenta, el Gobierno federal y el Gobierno del
Estado de Yucatán, a través de su empresa CULTUR,  han ejercido distintas
presiones sobre el uso y destino de las zonas arqueológicas, imponiendo su visión
con   nulo   respeto   al   pacto  federal   en   cuanto   a   monumentos   y  zonas  de
monumentos arqueológicos, artísticos e históricos.
· Desde los primeros años del siglo XXI, se generó una nueva forma de agravio
colectivo con la realización de conciertos con fines comerciales en las zonas de
monumentos, especialmente en la zona arqueológica de Chichón Itzá como han
sido los conciertos de Plácido Domingo, Luciano Pavarotti, Sara Brightman y Elton
John.  Aquí,  la  zona  arqueológica  es  reducida a ser la  escenografía de un
concierto, para que luego el filme pueda ser explotado indefinidamente por los
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derechos de autor de los cantantes y empresas participantes como Televisa, Tiketmaster, SKY-Televisa, OCESA y el Patronato CULTUR.
· Tales actos son un agravio colectivo a los mexicanos, en función de que un bien
nacional   de   uso   común   y   dominio   público,   imprescindible,   inalienable   e
intransferible, se convierte temporalmente en un régimen de concesión particular
con fines  de  lucro;   afectando  de  esta  manera   la   integridad  del  patrimonio
arqueológico y su carácter de zona arqueológica ya que por disposición de ley
dichos bienes están fuera de todos los circuitos comerciales, por ser instrumentos
inapreciables de¡ conocimiento de nuestras historias.
· La realización de dichos conciertos no solo violentan la legislación vigente sino
que permiten de forma extrajudicial jugosos negocios al amparo de la impunidad.
· Pese al reclamo de los trabajadores del INAH y de diversos sectores de la
sociedad, el Secretario de Educación continúa dando permiso para la realización
de dichos conciertos, invocando su derecho según señala el acuerdo presidencial
del 31 de diciembre de 1977, modificado por acuerdo publicado el 30 de abril de
1986.
· Pero estos acuerdos presidenciales fueron derogados con la publicación de las
Reformas a ta Ley General de Bienes Nacionales del 20   de mayo de 2004. La
competencia del Secretario de Educación Pública para otorgar permisos quedó
expresada en dicha Ley, en el artículo noveno transitorio, que a la letra indica:
"La Secretaría de Educación Pública deberá elaborar a través del INAH y proponer al Ejecutivo Federal, el-Reglamento para el otorgamiento de permisos y autorizaciones para la realización de actividades cívicas y culturales en las zonas de monumentos arqueológicos a que se refiere el articulo 30 de esta Ley, dentro de ¡os siguientes seis meses contados a partir de la entrada en vigor de la presente Ley".
Ya se cumplió el plazo y no se ha elaborado ningún reglamento, tampoco existe voluntad política de los funcionarios para elaborarlo, por lo cual es necesario que se llene este vacío legal y evitar el uso comercial del patrimonio cultural arqueológico, artístico e histórico.

